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INFORME DE PONENCIA PARA 
PRIMER DEBATE DEL PROYECTO  

DE LEY NÚMERO 268 DE 2018 CÁMARA, 
126 DE 2017 SENADO

por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo entre 
la República de Colombia y la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) 
sobre Privilegios, Inmunidades y Facilidades otorgados 
a la Organización”, suscrito en Punta Mita, México, el 

20 de junio de 2014.

Bogotá, D. C., diciembre 13 de 2018
Presidente
ANATOLIO HERNÁNDEZ LOZANO
Representante a la Cámara
Comisión Segunda Constitucional Permanente
Cámara de Representantes
Ciudad
Asunto: Ponencia primer debate al Proyecto 

de ley número 268 de 2018 Cámara, 126 de 
2017 Senado. 

Estimado Presidente:
En los términos de los artículos 174 y 175 de la 

Ley 5ª de 1992, y en cumplimiento de la designación 
realizada por la Mesa Directiva de la Comisión 
Segunda de la Cámara de Representantes, nos 
permitimos presentar informe de ponencia para 
primer debate del Proyecto de ley número 
268 de 2018 Cámara, 126 de 2017 Senado, por 
medio de la cual se aprueba el “Acuerdo entre la 
República de Colombia y la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) 

sobre Privilegios, Inmunidades y Facilidades 
otorgados a la Organización”, suscrito en Punta 
Mita, México, el 20 de junio de 2014.

Cordialmente,

ANTECEDENTES DEL PROYECTO
El Proyecto de ley número 268 de 2018 

Cámara, 126 de 2017 Senado fue presentado en 
nombre del Gobierno nacional anterior, por la 
Ministra de Relaciones Exteriores, María Ángela 
Holguín Cuéllar, el día 15 de septiembre de 2017.

Dicho proyecto de ley contiene el siguiente 
articulado:

Artículo 1°. Apruébese el “Acuerdo entre la 
República de Colombia y la Organización para la 
Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE) 
sobre Privilegios, Inmunidades y Facilidades 
otorgados a la Organización”, suscrito en Punta 
Mita, México, el 20 de junio de 2014.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944 el “Acuerdo 
entre la República de Colombia y la Organización 
para la Cooperación y Desarrollo Económicos 
(OCDE) sobre Privilegios, Inmunidades y 
Facilidades otorgados a la Organización”, 
suscrito en Punta Mita, México, el 20 de junio de 
2014, que por el artículo primero de esta ley se 
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aprueba, obligará a la República de Colombia a 
partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo 
internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación.

El proyecto fue remitido a la Comisión Segunda 
del Senado de la República y se rindió ponencia 
positiva en dicha Comisión, según Gaceta del 
Congreso número 202 de 2018. El proyecto fue 
aprobado en primer debate el 5 de junio de 2018. 
Y tuvo ponencia positiva en la Plenaria del Senado 
de la República, según Gaceta del Congreso 
número 651 de 2018. El proyecto fue aprobado 
en segundo debate el 13 de noviembre de 2018 
y publicado el texto de Plenaria del Senado de la 
República aprobado en la Gaceta del Congreso 
número 984 de 2018.

El proyecto fue remitido el 20 de noviembre 
de 2018 a la Cámara de Representantes, quienes 
lo enviaron a la Comisión Segunda de la misma 
el 3 de diciembre de 2018. La Mesa Directiva de 
la Comisión Segunda estableció el 7 de diciembre 
de 2018 la designación de coordinador ponente al 
Representante Juan David Vélez, y como ponentes 
a los Representantes Astrid Sánchez Montes de 
Oca, César Eugenio Martínez Restrepo, Germán 
Alcides Blanco Álvarez y Jorge Enrique Benedetti 
Martelo.

I.	 EXPOSICIÓN DE MOTIVOS Y 
ASPECTOS GENERALES

El Proyecto de ley número 268 de 2018 Cámara, 
126 de 2017 Senado fue justificado y expuesto por 
sus autores de la siguiente manera:

1.	 Objeto del proyecto de ley:
La iniciativa gubernamental presentada tiene 

como fin aprobar el Acuerdo entre la República de 
Colombia y la Organización para la Cooperación 
y Desarrollo Económicos (OCDE) sobre 
Privilegios, Inmunidades y Facilidades otorgados 
a la Organización, suscrito en Punta Mita, México, 
el 20 de junio de 2014.

2.	 Contenido del proyecto de ley:
El Proyecto de ley número 268 de 2018 Cámara, 

126 de 2017 Senado, tiene tres (3) artículos.
3.	 Aspectos generales del proyecto de ley:
i.	 Acuerdos sobre privilegios e 

inmunidades firmados por Colombia con 
otras organizaciones: Colombia es firmante y ha 
suscrito acuerdos sobre privilegios e inmunidades 
con organismos como la Organización de las 
Naciones Unidas (ONU) adoptado en febrero 
13 de 1946, y con la Organización de Estados 
Americanos (OEA). Adoptado en mayo 15 de 
1949. Fueron aprobados a través de la Ley 62 
de 1973, brindando a ambas organizaciones el 
goce de la capacidad jurídica, de privilegios e 
inmunidades a los funcionarios y representantes de 
dichas organizaciones durante el funcionamiento 

en territorio colombiano, permitiendo con esto el 
ejercicio de sus funciones. 

ii.	 La Organización para la Cooperación 
y el Desarrollo Económicos (OCDE): 
La Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económicos es una organización 
intergubernamental, creada mediante la 
“Convención de la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económicos”, 
adoptada el 14 de diciembre de 1960, en París, 
Francia, y la cual entró en vigor el 30 de septiembre 
de 1961.

Tiene como principales objetivos promover 
políticas destinadas a: 

a.	 Realizar la más fuerte expansión de la 
economía y del empleo y de un aumento del nivel 
de vida en los países miembros, manteniendo la 
estabilidad financiera;

b.	 Contribuir a una sana expansión económica 
en los Estados miembros y en los no miembros en 
vías de desarrollo económico y;

c.	 Contribuir a la expansión del comercio 
mundial sobre una base multilateral y no 
discriminatoria, conforme a las obligaciones 
internacionales.

La misión de la OCDE consiste en promover 
una serie de políticas que fomenten el bienestar 
económico y social, el aumento de empleos 
y la calidad de vida de los pueblos alrededor 
del mundo. 36 Estados son miembros de esta 
Organización, los cuales forman una comunidad 
de naciones.

Asimismo, la Organización trabaja con los 
Estados miembro para entender las causas de 
los cambios climáticos, económicos, sociales 
y ambientales; mide la productividad y los 
flujos globales del comercio y la inversión; 
analiza y compara datos para pronosticar futuras 
tendencias y; establece estándares internacionales 
en diferentes materias, con miras a promover 
políticas que impulsen el desarrollo sostenible a 
nivel mundial.

De esta forma, la OCDE se ha convertido 
en el mayor impulso de estándares globales, 
acuerdos y recomendaciones en áreas tales como: 
la gobernanza y la lucha contra el soborno y 
la corrupción, la responsabilidad corporativa, 
el desarrollo, la inversión internacional, los 
impuestos y el medio ambiente.

Con miras a cumplir sus objetivos, la OCDE se 
enfoca en ayudar a los Estados miembro en cuatro 
áreas:

1.	 La necesidad de los Gobiernos de restaurar 
la confianza en los mercados y las instituciones 
y compañías que los hacen funcionar. Esto 
requerirá reforzar la regulación y un gobierno más 
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efectivo en todos los niveles de la vida política y 
económica.

2.	 La obligación de los Gobiernos de 
restablecer las finanzas públicas sanas como base 
de un crecimiento económico sostenible.

3.	 La revisión de medios para promover y 
apoyar nuevos recursos para el crecimiento a 
través de la innovación, estrategias amigables 
con el medio ambiente y desarrollo de economías 
emergentes.

4.	 Con miras a fortalecer la innovación 
y el crecimiento, la OCDE necesita asegurar 
que las personas de todas las edades puedan 
desarrollar habilidades para trabajar productiva y 
satisfactoriamente en los trabajos del mañana.

La OCDE es una organización que ayuda a 
establecer políticas públicas para promover el 
desarrollo económico, el bienestar de los mercados 
laborales, impulsar la inversión y el comercio, 
fomentar el desarrollo sostenible, incrementar 
los niveles de vida y el funcionamiento de los 
mercados.

iii.	 Beneficios de adhesión a la OCDE para 
Colombia: en el Plan Nacional de Desarrollo 
2010-2014, se estableció el ingreso de Colombia 
como una estrategia trascendental para el 
posicionamiento internacional, obteniendo con 
esto la formulación de políticas públicas similares 
a las de las economías globales. 

Ser miembro de la Organización, garantizará:
•	 Tener un sello de garantía, para mejorar 

continuamente sus instituciones, invertir de forma 
eficiente los recursos y cumplir con los estándares 
exigidos. 

•	 Exigir altos estándares a sus inversionistas, 
buscando, entre otras, facilitar los flujos de 
comercio e inversión.

•	 Tener una evaluación constante, 
comparándose con otros países.

•	 Conocimiento y exposición de experiencias 
exitosas.

•	 Incidencia en la agenda global.
•	 Acceso estadístico a fuentes de datos que 

permitan mejorar las reseñas propias.
•	 Acceso a un centro de pensamiento 

privilegiado con expertos en revisar políticas, 
contrataciones, asesorías y experiencias 
internacionales.

•	 Participación en comités, conectándose 
con pares.

Este acceso demuestra que el compromiso 
de Colombia es convertirse en una nación 
responsable, generando reformas motivadas 
en favor de las buenas prácticas y experiencias 

adquiridas de los estados miembro, para lograr un 
crecimiento económico y humano.

iv.	 Proceso de acceso efectuado por 
Colombia: la República de Colombia manifestó 
su interés para ingresar a la OCDE en enero del 
2011, a través del trabajo en 10 (de 250) Comités 
y Grupos de Trabajo de la Organización. 

En septiembre de 2013, el Secretariado de la 
OCDE entregó la ‘Hoja de Ruta’ a Colombia, 
estableciendo los términos y condiciones del 
proceso de acceso, e identificando 23 comités 
(1. Gobernanza Pública, 2. Política Regulatoria, 
3. Desarrollo Regional, 4. Empleo y Asuntos 
Laborales, 5. Comercio, 6. Agricultura, 7. 
Pesca, 8. Política Educativa, 9. Salud, 10. 
Medio Ambiente, 11. Químicos, 12. Estadística 
y Política Estadística, 13. Política Científica y 
Tecnológica, 14. Economía Digital, 15. Economía 
y Desarrollo, 16. Asuntos Fiscales, 17. Inversión, 
18. Gobernanza Corporativa, 19. Mercados 
Financieros, 20. Seguros y Pensiones Privadas, 
21. Competencia, 22. Consumidor y 23. El 
Grupo de Trabajo Antisoborno en Transacciones 
Internacionales) y los estándares con los que se 
evalúa al país.

Las evaluaciones efectúan recomendaciones 
concretas sobre políticas públicas no vinculantes. 

El 20 de junio de 2014 Colombia se suscribió 
al “Acuerdo entre la República de Colombia y la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos sobre privilegios, inmunidades y 
facilidades otorgados a la Organización” y el 
30 de mayo de 2018 se firmó el “Acuerdo sobre 
los Términos de la Adhesión de la República de 
Colombia a la Convención de la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económicos”.

El 6 de noviembre de 2018, la Plenaria de la 
Cámara de Representantes aprobó en segundo 
debate el Proyecto de ley número 040 de 2018 
Cámara, 002 de 2018 Senado, por medio de la 
cual se aprueba el “Acuerdo sobre los términos 
de la adhesión de la República de Colombia 
a la Convención de la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económicos”, 
suscrito en París, el 30 de mayo de 2018 y 
la “Convención de la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económicos”, hecha 
en París el 14 de diciembre de 1960”.

v.	 Aspectos esenciales entre la República 
de Colombia y la OCDE sobre privilegios, 
inmunidades y facilidades otorgados: este 
Acuerdo constituye una herramienta para la 
consolidación del proceso de adhesión de 
Colombia a la Organización. 

Se le otorgan, a la Organización, una serie de 
privilegios, inmunidades y facilidades, con el fin 
de que pueda cumplir su mandato, propósito y 
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objetivos. Lo anterior se realiza, en correlación 
con la Convención de Viena sobre Relaciones 
Diplomáticas de 1961, para que lo otorgado a 
la OCDE salvaguarde sus funciones acorde al 
numeral 3 del artículo 13: “Los privilegios e 
inmunidades son concebidos a los Representantes 
de los Miembros y participantes no Miembros con 
el fin de salvaguardar sus funciones en relación 
con la Organización y no para su provecho 
personal. Por lo tanto, un Miembro o participante 
no Miembro tiene (…) el deber de renunciar a la 
inmunidad de su Representante en cualquier caso 
en que (…) la inmunidad pueda impedir el curso 
de la justicia (…).”

El Acuerdo, consta de 23 artículos que se 
instauran para culminar el proceso de adhesión de 
la República de Colombia a la OCDE:

–	 El Artículo 1º establece las definiciones y 
la forma en que se interpretarán las disposiciones 
respectivas.

–	 El Artículo 2º señala el objeto del Acuerdo.
–	 El Artículo 3º consagra el reconocimiento 

de la persona jurídica de la organización 
en territorio colombiano (sus derechos y  
obligaciones).

–	 El Artículo 4º indica los privilegios, 
exenciones e inmunidades otorgados a la 
Organización.

–	 El Artículo 5º establece la inmunidad 
establecida para la Organización y su renuncia a 
la misma. 

–	 El artículo 6º prevé la inmunidad a los 
bienes de la Organización.

–	 El Artículo 7º señala la inviolabilidad, 
control u autoridad de la Organización, y establece 
la obligatoriedad del Gobierno para garantizar la 
seguridad de las instalaciones de la Organización.

–	 El Artículo 8º blinda con inviolabilidad 
a los documentos de la Organización o a los que 
esta tenga acceso.

–	 El Artículo 9º garantiza el derecho de la 
Organización para mantener cualquier moneda o 
la operación de cuentas, así como la transferencia 
de fondos dentro y fuera del país. 

–	 El Artículo 10 establece las exenciones 
que tendrá la Organización y sus bienes.

–	 El Artículo 11 señala el trato que se dará a 
las comunicaciones oficiales de la Organización, 
sin aplicar ningún tipo de censura.

–	 El Artículo 12 consagra la disposición 
de la Organización para los servicios públicos 
esenciales que requieran en su funcionamiento.

–	 El Artículo 13 establece los privilegios e 
inmunidades de los que gozarán los representantes 
de los Miembros y participantes no Miembros.

–	 El Artículo 14 señala la inmunidad que 
tendrán los agentes y las exenciones de las que 
gozarán. 

–	 El Artículo 15 establece los privilegios, 
inmunidades y facilidades del Secretario General 
de la Organización, su cónyuge, compañero e 
hijos, así como los Secretarios Generales Adjuntos 
y Asistentes.

–	 El Artículo 16 consagra las inmunidades y 
privilegios concedidos a los expertos que realicen 
misiones o que sean invitados a participar en una 
reunión convocada por la Organización. 

–	 El Artículo 17 establece las medidas de 
salida, permanencia, entrada y de movimiento a los 
representantes de los Miembros, participantes no 
Miembros, agentes y expertos de la Organización.

–	 El Artículo 18 indica los privilegios, 
inmunidades y facilidades concedidos a los 
agentes y expertos de la Organización. Así como 
establece el deber de renunciar a la inmunidad de 
quien impida el curso de la justicia.

–	 El artículo 19 señala la cooperación de 
la Organización con el país, para facilitar la 
administración de Justicia.

–	 El Artículo 20 indica el compromiso del 
Gobierno para prestar asistencia a la Organización 
frente a cualquier dificultad que pueda tener 
relacionada a la adquisición de bienes, servicios y 
facilidades.

–	 El Artículo 21 establece que el Acuerdo 
tendrá como objetivo primordial permitir que la 
Organización cumpla de manera plena y eficiente 
sus responsabilidades.

–	 El Artículo 22 indica la solución que se 
dará a las controversias que se presenten en la 
interpretación o aplicación del Acuerdo.

–	 Finalmente, el Artículo 23 menciona 
la entrada en vigor del Acuerdo y las posibles 
terminaciones de este.

vi.	 Responsabilidad de lo pactado: Será 
responsabilidad exclusiva del Gobierno nacional 
y las entidades respectivas del mismo, aplicar, 
ejecutar, cumplir, corregir y establecer las medidas 
necesarias para el desarrollo del Acuerdo, sin que 
este afecte los intereses nacionales. El Congreso 
Nacional, solamente cumple función de aprobar 
o no lo ya negociado y pactado entre el Gobierno 
nacional y la Organización.

II.	 MARCO NORMATIVO
El artículo 150 de la Carta Magna colombiana, 

indica como función del Congreso de la República:
“16. Aprobar o improbar los tratados que 

el Gobierno celebre con otros Estados o con 
entidades de derecho internacional. Por medio 
de dichos tratados podrá el Estado, sobre 
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bases de equidad, reciprocidad y conveniencia 
nacional, transferir parcialmente determinadas 
atribuciones a organismos internacionales, que 
tengan por objeto promover o consolidar la 
integración económica con otros Estados”.

La Constitución Política establece en el artículo 
189 que corresponde al Presidente de la República 
como Jefe de Estado, Jefe del Gobierno y Suprema 
Autoridad Administrativa dirigir las relaciones 
internacionales y celebrar con otros Estados y 
entidades de Derecho Internacional, Tratados o 
Convenios que se someterán a la aprobación del 
Congreso. 

Entendiendo que corresponde, en este 
punto, a la Comisión Segunda de la Cámara de 
Representantes, estudiar en primer debate el 
proyecto de ley que busque aprobar el acuerdo de 
adhesión de Colombia a la OCDE.

Que según la Convención sobre el derecho 
de los tratados, firmada en Viena el 23 de mayo 
de 1969, señala que un “tratado” es un acuerdo 
internacional celebrado por escrito entre Estados 
o entre estos y organizaciones internacionales. Y 
conforme al mismo se entiende por “ratificación”, 
“aceptación”, “aprobación” y “adhesión”, según 
el caso, el acto internacional así denominado 
por el cual un Estado hace constar en el ámbito 
internacional su consentimiento en obligarse por 
un tratado en cualquier forma que se hubiere 
convenido.

Y que la “Convención de la Organización para 
la Cooperación y el Desarrollo Económicos”, 
constituida en París el 14 de diciembre de 1960, 
en su artículo XVI señala que:

“El Consejo podrá decidir invitar a cualquier 
gobierno que esté preparado para asumir las 
obligaciones de miembro, a adherirse a la presente 
Convención. Esta decisión debe ser tomada 
por unanimidad. No obstante, el Consejo puede 
admitir por unanimidad en un caso particular, 
la posibilidad de abstención, bien entendido que 
a pesar de las disposiciones del Artículo VI, la 
decisión se aplica entonces a todos los miembros. 
La adhesión tiene efecto desde el momento en que 
se deposita el instrumento de ratificación cerca 
del gobierno depositario.”

III.	 PROPOSICIÓN
Con base en las anteriores consideraciones, en 

cumplimiento de la Constitución Política y de la 
Ley 5ª de 1992, presentamos ponencia favorable 
y en consecuencia solicitamos muy atentamente a 
los honorables Congresistas dar primer debate al 
Proyecto de ley número 268 de 2018 Cámara, 
126 de 2017 Senado, por medio de la cual se 
aprueba el “Acuerdo entre la República de 
Colombia y la Organización para la Cooperación 
y el Desarrollo Económicos (OCDE) sobre 

Privilegios, Inmunidades y Facilidades otorgados 
a la Organización”, suscrito en Punta Mita, 
México, el 20 de junio de 2014.

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 268 DE 2018 CÁMARA, 126 DE 

2017 SENADO
por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo entre 
la República de Colombia y la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) 
sobre Privilegios, Inmunidades y Facilidades otorgados 
a la Organización”, suscrito en Punta Mita, México, el 

20 de junio de 2014.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Apruébese el “Acuerdo entre la 
República de Colombia y la Organización para la 
Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE) 
sobre Privilegios, Inmunidades y Facilidades 
otorgados a la Organización”, suscrito en Punta 
Mita, México, el 20 de junio de 2014.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944 el “Acuerdo 
entre la República de Colombia y la Organización 
para la Cooperación y Desarrollo Económicos 
(OCDE) sobre Privilegios, Inmunidades y 
Facilidades otorgados a la Organización”, 
suscrito en Punta Mita, México, el 20 de junio 
de 2014, que por el artículo 1° de esta ley se 
aprueba, obligará a la República de Colombia a 
partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo 
internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación.

Cordialmente,
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T E X T O S  D E  P L E N A R I A

En el proceso de democracia interna, solo 
podrán participar los afiliados o militantes del 
convocante, según lo definido por el partido, 
movimiento o grupo significativo de ciudadanos.

Quien participe en los mecanismos de 
democracia interna de un partido, movimiento 
o grupo significativo de ciudadanos, no podrá 
inscribirse por otro para un mismo proceso 
electoral.

Los Partidos y Movimientos Políticos deberán 
responder por toda violación o contravención a las 
normas que rigen su organización, funcionamiento 
o financiación, así como también por avalar 
candidatos elegidos en cargos o Corporaciones 
Públicas de elección popular, quienes hayan sido 
o fueren condenados durante el ejercicio del cargo 
al cual se avaló mediante sentencia ejecutoriada en 
Colombia o en el exterior por delitos relacionados 
con la vinculación a grupos armados ilegales y 
actividades del narcotráfico o de delitos contra los 
mecanismos de participación democrática o de 
lesa humanidad.

Los partidos o movimientos políticos 
también responderán por avalar a candidatos no 
elegidos para cargos o Corporaciones Públicas 
de Elección Popular, si estos hubieran sido o 
fueren condenados durante el periodo del cargo 
público al cual se candidatizó, mediante sentencia 
ejecutoriada en Colombia o en el exterior por 
delitos relacionados con la vinculación a grupos 
armados ilegales y actividades del narcotráfico, 
cometidos con anterioridad a la expedición del 
aval correspondiente.

Las sanciones podrán consistir en multas, 
devolución de los recursos públicos percibidos 
mediante el sistema de reposición de votos, hasta 
la cancelación de la personería jurídica. Cuando 
se trate de estas condenas a quienes fueron 
electos para cargos uninominales, el partido o 
movimiento que avaló al condenado, no podrá 
presentar candidatos para las siguientes elecciones 
en esa Circunscripción. Si faltan menos de 18 
meses para las siguientes elecciones, no podrán 
presentar terna, caso en el cual, el Presidente de 
la República o el Gobernador podrán libremente 
designar el reemplazo.

Los directivos de los partidos o movimientos 
políticos a quienes se demuestre que no han 
procedido con el debido cuidado y diligencia en 
el ejercicio de los derechos y obligaciones que 
les confiere Personería Jurídica también estarán 
sujetos a las sanciones que determine la ley.

También se garantiza a las organizaciones 
sociales el derecho a manifestarse y a participar 
en eventos políticos.

Quien siendo miembro de una corporación 
pública decida presentarse a la siguiente elección, 
por un partido o movimientos políticos distinto, 

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE ACTO 
LEGISLATIVO NÚMERO 248 DE 
2018 CÁMARA, 08 DE 2018 SENADO, 
ACUMULADO CON EL PROYECTO DE 
ACTO LEGISLATIVO NÚMERO 09 DE 

2018 SENADO
por medio del cual se adopta una Reforma Política y 

Electoral – (Primera Vuelta)

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1°. Modifíquese el artículo 107 de la 
Constitución Política así: 

Artículo 107. Se garantiza a todos los 
ciudadanos el derecho a fundar, organizar y 
desarrollar partidos y movimientos políticos, y la 
libertad de afiliarse o de retirarse de ellos.

En ningún caso se permitirá a los ciudadanos 
pertenecer simultáneamente a más de un partido, 
movimiento político o grupo significativo de 
ciudadanos.

Los Partidos y Movimientos Políticos se 
organizarán democráticamente, en respeto de los 
principios y valores constitucionales, y tendrán 
como elementos rectores la transparencia, 
objetividad, moralidad, la equidad de género, y 
el deber de presentar y divulgar sus programas 
políticos. Estos deberán propiciar el fortalecimiento 
del régimen de bancadas y los procesos de 
democratización interna. Para la escogencia de sus 
candidatos a cargos o corporaciones de elección 
popular, propios o en coalición, se deberán utilizar 
los mecanismos de democracia interna.

La escogencia de candidatos propios o en 
coalición, mediante alguno de los mecanismos 
de democracia interna, se realizará en una fecha 
simultánea y única para todos los partidos, 
movimientos o grupos significativos de ciudadanos 
que será definida por la Registraduría Nacional 
del Estado Civil. 

En los mecanismos de democracia interna 
se aplicarán las normas sobre financiación y 
publicidad de campañas y acceso a los medios 
de comunicación del Estado que rigen para las 
elecciones ordinarias. El resultado del mecanismo 
será obligatorio.

Las listas de candidatos que sean inscritas por 
los partidos, movimientos o grupos significativos 
de ciudadanos, tendrán revisión de legalidad 
automática por la autoridad electoral en un 
término máximo de un mes. Una vez realizada la 
revisión de legalidad, ninguna candidatura podrá 
ser revocada, por hechos que ya fueron objeto de 
control de legalidad por la autoridad electoral. Se 
exceptúa de esto lo definido por la jurisdicción 
penal.
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deberá renunciar a la curul y a su dignidad 
en el partido o movimiento político al menos 
veinticuatro (24) meses antes del primer día de 
inscripciones, salvo cuando se trate de los partidos 
o movimientos que hayan perdido la personería y 
tengan representación en los cuerpos colegiados.

Parágrafo Transitorio. Las sanciones contra 
los partidos, movimientos políticos y grupos 
significativos de ciudadanos, previstas en este 
artículo no se aplicarán en los casos del artículo 
transitorio número 20 del Acto Legislativo número 
01 de 2017.

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 108 de la 
Constitución Política así:

Artículo 108. El Consejo Nacional Electoral 
reconocerá Personería Jurídica a los partidos, 
movimientos políticos y grupos significativos de 
ciudadanos. Estos podrán obtenerlas con votación 
no inferior al tres por ciento (3%) de los votos 
emitidos válidamente en el territorio nacional en 
elecciones de Cámara de Representantes o Senado. 
Las perderán si no consiguen ese porcentaje 
en las elecciones de las mismas Corporaciones 
Públicas. Se exceptúa el régimen excepcional que 
se estatuya en la ley para las circunscripciones 
de minorías étnicas, en las cuales bastará haber 
obtenido representación en el Congreso.

Será causal de pérdida de la Personería Jurídica 
de los partidos y movimientos políticos si estos 
no utilizan algún mecanismo de democracia 
interna para la elección de los candidatos a cargos 
y corporaciones públicas de elección popular, de 
conformidad con el artículo 107 de la Constitución, 
la Ley Estatutaria y sus estatutos.

Los Partidos y Movimientos Políticos con 
Personería Jurídica reconocida podrán inscribir 
candidatos a elecciones. Dicha inscripción deberá 
ser avalada por el respectivo representante legal 
del partido o movimiento o por quien él delegue.

Los grupos significativos de ciudadanos 
podrán inscribir candidatos para las elecciones 
nacionales, departamentales y municipales, 
acreditando una base de firmas de apoyo, en razón 
al potencial electoral de cada circunscripción, la 
cual será definida en la ley.

Toda inscripción de candidato incurso en 
causal de inhabilidad será revocada por el Consejo 
Nacional Electoral con respecto al debido proceso.

Los Estatutos de los Partidos y Movimientos 
Políticos regularán lo atinente a su Régimen 
Disciplinario Interno. Los miembros de las 
Corporaciones Públicas elegidos por un mismo 
Partido o Movimiento Político o grupo significativo 
de ciudadanos actuarán en ellas como bancada en 
los términos que señale la ley y de conformidad 
con las decisiones adoptadas democráticamente 
por estas.

Los Estatutos Internos de los Partidos y 
Movimientos Políticos determinarán los asuntos 
de conciencia respecto de los cuales no se aplicará 

este régimen y podrán establecer sanciones por la 
inobservancia de sus directrices por parte de los 
miembros de las bancadas, las cuales se fijarán 
gradualmente hasta la expulsión, y podrán incluir 
la pérdida del derecho de voto del Congresista, 
Diputado, Concejal o Edil por el resto del período 
para el cual fue elegido.

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 109 de la 
Constitución, quedará así:

Artículo 109. El Estado concurrirá a 
la financiación del funcionamiento de las 
organizaciones políticas con personería jurídica.

Las campañas para cargos de elección popular, 
avaladas por partidos y movimientos políticos 
con personería jurídica y grupos significativos 
de ciudadanos, serán financiadas con recursos 
estatales, los cuales se distribuirán bajo criterio de 
igualdad y proporcionalidad, de conformidad con 
la ley.

Artículo 4°. Modifíquese el artículo 133 de la 
Constitución Política así:

Artículo 133. Los miembros de cuerpos 
colegiados de elección directa representan al 
pueblo y deberán actuar consultando la justicia 
y el bien común. El voto de sus miembros será 
nominal y público, excepto en los casos que 
determine la ley.

El elegido es responsable políticamente ante la 
sociedad y frente a sus electores del cumplimiento 
de las obligaciones propias de su investidura.

A partir de la entrada en vigencia del presente 
acto legislativo, nadie podrá elegirse para más 
de tres (3) períodos en cada una de las siguientes 
corporaciones: Senado de la República, Cámara 
de Representantes, Asamblea Departamental, 
Concejo Distrital o Municipal, o Junta 
Administradora Local.

Artículo 5º. Modifíquese el artículo 171 de la 
Constitución Política así: 

Artículo 171. El Senado de la República estará 
integrado por cien miembros de la siguiente 
forma: Uno elegido por cada departamento y uno 
elegido por el Distrito de Bogotá, los restantes 
serán elegidos por circunscripción nacional. La 
ley reglamentará la materia. 

Habrá un número adicional de dos senadores 
elegidos en circunscripción nacional especial 
por comunidades indígenas. Los ciudadanos 
colombianos que se encuentren o residan en el 
exterior podrán sufragar en las elecciones para 
Senado de la República para la circunscripción 
nacional. La Circunscripción Especial para la 
elección de senadores por las comunidades 
indígenas se regirá por el sistema de cuociente 
electoral. Los representantes de las comunidades 
indígenas que aspiren a integrar el Senado de la 
República, deberán haber ejercido un cargo de 
autoridad tradicional en su respectiva comunidad 
o haber sido líder de una organización indígena, 
calidad que se acreditará mediante certificado 
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de la respectiva organización, refrendado por el 
Ministro de Gobierno

Parágrafo Transitorio. Lo anterior no afecta lo 
establecido en el artículo transitorio 2 del Acto 
Legislativo 03 de 2017.

Artículo 6º. Modifíquese el numeral 8 del 
artículo 179 de la Constitución Política así: 

8. Nadie podrá ser elegido para más de 
una Corporación o cargo público, ni para una 
Corporación y un cargo si los respectivos períodos 
coinciden en el tiempo, así fuere parcialmente. La 
renuncia aceptada antes de la inscripción al cargo 
al que se aspire elimina la inhabilidad.

Las inhabilidades previstas en los numerales 2, 
3, 5 y 6 se refieren a situaciones que tengan lugar 
en la circunscripción en la cual deba efectuarse 
la respectiva elección. La ley reglamentará los 
demás casos de inhabilidades por parentesco, 
con las autoridades no contemplados en estas 
disposiciones. 

Para los fines de este artículo se considera que 
la circunscripción nacional coincide con cada una 
de las territoriales, excepto para la inhabilidad 
consignada en el numeral 5.
Artículo 7°.  
Modifíquese el artículo 181 de la Constitución 
Política así: 

Artículo 181. Las incompatibilidades de los 
congresistas tendrán vigencia durante el período 
constitucional respectivo. En caso de renuncia, se 
mantendrán durante los seis (6) meses siguientes 
a su aceptación, si el lapso que faltare para el 
vencimiento del período fuere superior. Salvo que 
la renuncia sea motivada para ocupar cargo en la 
Rama Ejecutiva del Poder Público. 

Quien fuere llamado a ocupar el cargo, quedará 
sometido al mismo régimen de inhabilidades e 
incompatibilidades a partir de su posesión.

Artículo 8°. Eliminado.
Artículo 9°. Eliminado.
Artículo 10. Eliminado.
Artículo 11. Adiciónense dos incisos al artículo 

346 de la Constitución Política, así:
Artículo 346. (...)
Por lo menos una quinta parte del presupuesto 

nacional de inversión se denominará Inversión 
de Iniciativa Congresional. El Congreso de la 
República, por iniciativa de sus miembros y con 
aprobación de las plenarias, podrá solicitar la 
inversión en proyectos específicos que previamente 
hayan sido aprobados por el Departamento 
Nacional de Planeación o priorizados en los 
Planes de Desarrollo Departamentales, Distritales 
o Municipales.

En todo caso, en la sustentación de la solicitud 
de inversión, los congresistas tendrán el deber de 

hacer públicas las gestiones que hagan relacionadas 
con el presupuesto y estas tendrán que cumplir 
con los principios de eficiencia, transparencia y 
participación ciudadana. 

Artículo 12. Vigencia. El presente Acto 
Legislativo rige a partir de su promulgación.

Parágrafo Transitorio. Dentro de los seis (6) 
meses siguientes a la promulgación de este Acto 
legislativo, el Gobierno nacional presentará ante 
el Congreso de la República un proyecto de ley 
estatutaria que desarrolle los mecanismos de 
democracia interna.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., diciembre 1° de 2018
En Sesión Plenaria de los días 12 y 13 de 

diciembre de 2018, fue aprobado en Segundo 
Debate el Texto Definitivo con modificaciones del 
Proyecto de Acto Legislativo número 248 de 
2018 Cámara, 08 de 2018 Senado, acumulado 
con el Proyecto de Acto Legislativo número 09 
de 2018 Senado, por medio del cual se adopta 
una Reforma Política y Electoral (Primera 
Vuelta). Esto con el fin de que el citado proyecto 
de ley siga su curso legal y reglamentario y de esta 
manera dar cumplimiento con lo establecido en el 
artículo 182 de la Ley 5ª de 1992. 

Lo anterior, según consta en las actas de 
las Sesiones Plenarias números 035 y 036 de 
diciembre 12 y 13 de 2018, previo su anuncio en 
la Sesión los días 11 y 12 de diciembre de 2018, 
correspondiente a las Actas números 034 y 035.
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TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE ACTO 

LEGISLATIVO NÚMERO 269 DE 2018 
CÁMARA, 10 DE 2018 SENADO

por el cual se otorga la categoría de Distrito Especial 
Portuario, Biodiverso, Industrial y Turístico al 
municipio de Barrancabermeja en el departamento de 

Santander (Primera Vuelta).

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1º. Adiciónese el siguiente inciso al 
artículo 356 de la Constitución Política:

La ciudad de Barrancabermeja se organiza 
como Distrito Especial Portuario, Biodiverso, 
Industrial y Turístico. Su régimen político, 
fiscal y administrativo será el que determine la 
Constitución y las leyes especiales, que para el 
efecto se dicten, y en lo no dispuesto en ellas, las 
normas vigentes para los municipios.

Artículo 2º. Adiciónese un inciso al artículo 
328 de la Constitución Política, el cual quedará 
así:

El Distrito Turístico y Cultural de Cartagena de 
Indias, el Distrito Turístico, Cultural e Histórico 
de Santa Marta y Barranquilla conservarán su 
régimen y carácter, y se organiza a Buenaventura 
y Tumaco como Distrito Especial, Industrial, 
Portuario, Biodiverso y Ecoturístico. 

La ciudad de Barrancabermeja se organiza 
como Distrito Especial Portuario, Biodiverso, 
Industrial y Turístico.

Artículo 3º. Este acto legislativo rige a partir 
de su promulgación.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., diciembre 13 de 2018
En Sesión Plenaria del día 12 de diciembre de 

2018, fue aprobado en Segundo Debate el Texto 
Definitivo sin modificaciones del Proyecto de 
Acto Legislativo número 269 de 2018 Cámara, 
10 de 2018 Senado, por el cual se otorga 
la categoría de Distrito Especial Portuario, 
Biodiverso, Industrial y Turístico al municipio 
de Barrancabermeja en el departamento de 
Santander (Primera Vuelta). Esto con el fin de 
que el citado proyecto de ley siga su curso legal y 
reglamentario y de esta manera dar cumplimiento 
con lo establecido en el artículo 182 de la Ley 5ª 
de 1992. 

Lo anterior, según consta en el Acta de la 
Sesión Plenaria número 035 de diciembre 12 de 
2018, previo su anuncio en la Sesión del día 11 
de diciembre de 2018, correspondiente al Acta 
número 034.

TEXTO DEFINITIVO PLENARIA 
CÁMARA AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 188 DE 2018 CÁMARA, 180 DE 
2018 SENADO

por medio de la cual se prorroga, modifica y adiciona 
la Ley 418 de 1997, prorrogada y modificada por las 
Leyes 548 de 1999, 782 de 2002, 1106 de 2006, 1421 

de 2010 y 1738 de 2014.

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1°. De la prórroga de la ley. 
Prorróguese por el término de cuatro (4) años la 
vigencia de los artículos: 1°, 2°, 3°, 5°, 26, 27, 28, 
30, 31, 34, 35, 37, 43, 44, 45, 49, 54, 66, 68, 69, 
72, 74, 75, 76, 77, 78, 79, 80, 83, 92, 93, 94, 95, 
98, 102, 103, 106, 107, 108, 109, 110, 112, 113, 
114, 115, 117, 118, 121, 123, 124, 125, 126, 127 
y 130 de la Ley 418 del 26 de diciembre de 1997 
y modificada por las Leyes 548 de 1999 y 782 de 
2002. Prorróguense de igual forma, los artículos 
2°, 4°, 12, 15, 16, 17, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 33, 
34, 35, 36, 39, 40, 41, 42, 43 y 46 de la Ley 782 de 
2002, los artículos 3° y 4° de la Ley 1106 de 2006; 
los artículos 2°, 4°, 5°, 8°, 9°, 10, 11, 12, 13, 14, 
16, 17, 18, 19, 20, 21, 22 de la Ley 1421 de 2010 
y los artículos 3°, 4°, 5°, 6° y 7° de la Ley 1738 
de 2014.

Artículo 2°. Adiciónese al artículo 6° de la 
Ley 418 de 1997, lo siguiente:

El Consejo de Seguridad Nacional podrá 
declarar zonas estratégicas de intervención 
integral a regiones afectadas por la criminalidad 
que afecte la seguridad nacional, con el fin de 
proteger a la población y garantizar una acción 
unificada, coordinada, interagencial, sostenida e 
integral del Estado. Estas zonas serán objeto de 
planes especiales de fortalecimiento del Estado 
Social de Derecho, prioridad para la prestación 
de servicios sociales y de medidas reforzadas de 
protección a la población. 

Los planes no suspenderán los Programas de 
Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET) y, 
donde coincidan, se articularán. La elaboración de 
dichos planes será bajo la coordinación del Consejo 
de Seguridad Nacional y respecto a zonas PDET 
con la participación del Alto Consejero para el 
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Posconflicto. El Gobierno nacional reglamentará 
los aspectos que se requieren para su ejecución. 

Los planes integrales tendrán la duración que 
se determine y articularán a las instituciones 
públicas, el sector privado y la cooperación 
internacional.

El Presidente de la República designará un 
Gabinete de Paz que coordine la estrategia integral 
en los territorios priorizados donde se articularán 
en la Hoja de Ruta Única, lo correspondiente a 
la intervención de las Zonas Estratégicas de 
Intervención Integral (ZEII), los Programas de 
Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET), los 
Planes de Acción para la Transformación Rural 
(PATR), los Planes Integrales de Sustitución 
y Desarrollo Alternativo (PISDA), los Planes 
Naciones Sectoriales (PNS) y lo dispuesto en el 
Plan Marco de Implementación (PMI). 

Parágrafo 1º. El Gobierno nacional 
reglamentará una subcuenta en el Fondo de 
Programas Especiales para la Paz creado por la 
Ley 368 de 1997, con el fin de financiar los planes, 
programas y estrategias que se implementarán 
en los territorios que se establezcan como 
zonas estratégicas de intervención integral. 
La financiación de estos planes, programas y 
estrategias provendrán de recursos adicionales 
del presupuesto público, recursos de cooperación 
internacional y aportes del sector privado.

Parágrafo 2º. Los recursos destinados a la 
financiación de las Zonas Especiales de Inversión 
en ningún caso podrán comprometer los recursos 
definidos por el Plan Marco de Implementación 
para los PDET. 

Artículo 3º. El artículo 8° de la Ley 418 de 
1997, modificado por el artículo 1° de la Ley 
1779 de 2016 y adicionado por el artículo 1° del 
Decreto-ley 900 de 2017, quedará así:

Artículo 8°. Los representantes autorizados 
expresamente por el Gobierno nacional, con 
el fin de promover la reconciliación entre los 
colombianos, la convivencia pacífica y lograr la 
paz, podrán:

–	 Realizar todos los actos tendientes a 
entablar conversaciones y diálogos con grupos 
armados organizados al margen de la ley.

–	 Adelantar diálogos, negociaciones y 
firmar acuerdos con los voceros o miembros 
representantes de los grupos armados organizados 
al margen de la ley, dirigidos a: obtener soluciones 
al conflicto armado, lograr la efectiva aplicación 
del derecho internacional humanitario, el respeto 
de los Derechos Humanos, el cese de hostilidades 
o su disminución, la reincorporación a la vida 
civil de los miembros de estas organizaciones o su 
tránsito a la legalidad y la creación de condiciones 
que propendan por un orden político, social y 
económico justo.

Los acuerdos y su contenido serán los que a 
juicio del Gobierno sean necesarios para adelantar 

el proceso de paz y su cumplimiento será verificado 
por las instancias nacionales o internacionales que 
para el efecto y de común acuerdo designen las 
partes.

Estos acuerdos deben garantizar el normal y 
pleno funcionamiento de las instituciones civiles 
de la región en donde ejerce influencia el grupo 
armado al margen de la ley que lo suscribe.

Cuando así lo disponga el Gobierno nacional 
según lo acordado por las partes, en el marco de un 
proceso de desarme, una instancia internacional 
podrá estar encargada de funciones tales como 
la administración, registro, control, destrucción 
o disposición final del armamento del grupo 
armado organizado al margen de la ley y las 
demás actividades necesarias para llevar a cabo 
el proceso.

A la respectiva instancia internacional que 
acuerden las partes se les otorgarán todas las 
facilidades, privilegios, de carácter tributario 
y aduanero, y protección necesarios para su 
establecimiento y funcionamiento en el territorio 
nacional.

Parágrafo 1°. De conformidad con las normas 
del Derecho Internacional Humanitario, y para los 
efectos de la presente ley, se entiende por grupo 
armado organizado al margen de la ley, aquel que 
bajo la dirección de un mando responsable, ejerza 
sobre una parte del territorio un control tal que le 
permita realizar operaciones militares sostenidas 
y concertadas.

El Consejo de Seguridad Nacional determinará 
cuándo una organización se califica como 
grupo armado organizado al margen de la ley y 
las condiciones necesarias para que pueda ser 
objeto de todos o de alguno de los diferentes 
instrumentos que consagra esta ley. Tal calificación 
y condiciones son requisitos para que el Gobierno 
nacional pueda examinar la posibilidad de decidir 
si adelanta diálogos conducentes a acuerdos para 
la desmovilización, desarme y reintegración del 
grupo. Dicha caracterización tendrá una vigencia 
de seis meses, al cabo de los cuales deberá 
actualizarse o antes, si se requiere. 

Se entiende por miembro-representante, la 
persona que el grupo armado organizado al 
margen de la ley designe como representante suyo 
para participar en los diálogos, negociación o 
suscripción de acuerdos con el Gobierno nacional, 
o sus delegados. 

Se entiende por vocero persona de la 
sociedad civil que, sin pertenecer al grupo 
armado organizado al margen de la ley, pero 
con el consentimiento expreso de este, participa 
en su nombre en los procesos de paz, diálogos, 
negociaciones y acuerdos. No será admitida como 
vocero, la persona contra quien obre, previo al 
inicio de estos, resolución o escrito de acusación. 

Parágrafo 2°. Una vez iniciado un proceso 
de diálogo, negociación o firma de acuerdos, y 
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con el fin de facilitar el desarrollo de los mismos, 
las autoridades judiciales correspondientes 
suspenderán las órdenes de captura que se hayan 
dictado o se dicten en contra de los miembros 
representantes de las organizaciones armadas 
al margen de la ley con los cuales se adelanten 
diálogos, negociaciones o acuerdos de paz.

Para tal efecto, el Gobierno nacional 
comunicará a las autoridades señaladas el 
inicio, terminación o suspensión de diálogos, 
negociaciones o firma de acuerdos y certificará 
la participación de las personas que actúan 
como voceros o miembros representantes de 
dichos grupos armados organizados al margen 
de la ley. Las partes acordarán mecanismos de 
verificación conjunta de los acuerdos, diálogos 
o acercamientos y de considerarlo conveniente 
podrán acudir a instituciones o personas de la vida 
nacional o internacional para llevar a cabo dicha 
verificación.

Igualmente, se suspenderán las órdenes de 
captura que se dicten en contra de los voceros 
con posterioridad al inicio de los diálogos, 
negociaciones o suscripción de acuerdos, por el 
término que duren estos.

Se garantizará la seguridad y la integridad de 
todos los que participen en los procesos de paz, 
diálogos, negociaciones y acuerdos de que trata 
esta ley. 

Parágrafo 3°. El Gobierno nacional o los 
representantes autorizados expresamente por 
el mismo, podrán acordar con los voceros o 
miembros representantes de las organizaciones 
armadas al margen de la ley, en un proceso de paz, 
y para efectos del presente artículo, su ubicación 
temporal o la de sus miembros en precisas y 
determinadas zonas del territorio nacional, de 
considerarse conveniente. En las zonas aludidas 
quedará suspendida la ejecución de las órdenes 
de captura contra estos y los demás miembros del 
grupo organizado al margen de la ley al igual que 
durante el transcurso del desplazamiento hacia las 
mismas hasta que el Gobierno así lo determine o 
declare que ha culminado dicho proceso.

Adicionalmente, si así lo acordaran las partes, 
a solicitud del Gobierno nacional y de manera 
temporal se podrá suspender la ejecución de las 
órdenes de captura en contra de cualquiera de los 
miembros del grupo armado organizado al margen 
de la ley, por fuera de las zonas, para adelantar 
actividades propias del proceso de paz.

En esas zonas, que no podrán ubicarse en 
áreas urbanas, se deberá garantizar el normal 
y pleno ejercicio del Estado de Derecho. El 
Gobierno definirá la manera como funcionarán 
las instituciones públicas para garantizar los 
derechos de la población. De conformidad con lo 
que acuerden las partes en el marco del proceso 
de paz, el Gobierno al establecer las zonas deberá:

1.	 Precisar la delimitación geográfica de las 
zonas.

2.	 Establecer el rol de las instancias nacionales 
e internacionales que participen en el proceso de 
dejación de armas y tránsito a la legalidad de las 
organizaciones armadas al margen de la ley.

3.	 Establecer las condiciones y compromisos 
de las partes para definir la temporalidad y 
funcionamiento de las zonas mencionadas.

Parágrafo transitorio 3°A. Una vez 
terminadas las Zonas Veredales Transitorias de 
Normalización (ZVTN) y los Puntos Transitorios 
de Normalización (PTN), como Zonas de 
Ubicación Temporal, según lo acordado en el 
Acuerdo Final de Paz, suscrito entre el Gobierno 
nacional y las FARC-EP, se mantendrán 
suspendidas la ejecución de las órdenes de 
captura expedidas o que hayan de expedirse 
contra los miembros de dicha organización que 
han estado concentrados en dichas zonas, que 
además se encuentren en los listados aceptados y 
acreditados por el Alto Comisionado para la Paz, 
previa dejación de armas, hasta que su situación 
jurídica sea resuelta por el órgano pertinente de 
la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP), una 
vez entre en funcionamiento, a menos de que 
previamente la autoridad judicial competente les 
haya aplicado la amnistía de iure, respecto de todas 
las actuaciones penales, acusaciones, o condenas 
existentes en su contra. En el caso de los miembros 
de la organización que no se encuentren ubicados 
físicamente en las zonas de ubicación temporal, 
pero se hallen en el listado aceptado y acreditado 
por el Alto Comisionado para la Paz y hayan a su 
vez firmado un acta de compromiso de dejación 
de las armas, la suspensión de la ejecución de 
las órdenes de captura expedidas o que hayan de 
expedirse, operará desde el momento mismo de 
su desplazamiento hacia las zonas de ubicación 
temporal, hasta que su situación jurídica sea 
resuelta por el órgano pertinente de la Jurisdicción 
Especial para la Paz (JEP), una vez entre en 
funcionamiento, a menos de que previamente la 
autoridad judicial competente les haya aplicado la 
amnistía de iure, respecto de todas las actuaciones 
penales, acusaciones o condenas existentes en su 
contra.

De igual forma, se mantendrá suspendida la 
ejecución de las órdenes de captura que se expidan 
o hayan de expedirse en contra de cualquiera de 
los miembros del grupo armado, cuya suspensión 
se ordenó en su momento para adelantar tareas 
propias del proceso de paz por fuera de las zonas, 
que además se encuentren en los listados aceptados 
y acreditados por el Alto Comisionado para la Paz 
y que hayan dejado las armas. Dicha suspensión 
se mantendrá hasta que su situación jurídica sea 
resuelta por el órgano pertinente de la Jurisdicción 
Especial para la Paz (JEP), una vez entre en 
funcionamiento, a menos de que previamente la 
autoridad judicial competente les haya aplicado la 
amnistía de iure, respecto de todas las actuaciones 
penales, acusaciones o condenas existentes en su 
contra.
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Las personas trasladadas permanecerán en 
dichas ZVTN en situación de privación de la 
libertad hasta la entrada en funcionamiento de 
la JEP, momento en el cual quedarán en libertad 
condicional a disposición de esta jurisdicción, 
siempre y cuando hayan suscrito el acta de 
compromiso de que trata el artículo 36 de la Ley 
1820 de 2016.

En aquellos casos en los que no se hubiere 
decidido por parte de las autoridades judiciales 
sobre el traslado de las personas privadas de 
la libertad a la ZVTN o PTN, y las mismas ya 
hubieren finalizado, la autoridad judicial procederá 
a otorgar la libertad condicionada en los términos 
establecidos en la Ley 1820 de 2016 y el Decreto 
277 de 2017.

Parágrafo transitorio 3°B. Se mantendrá 
la suspensión de la ejecución de las órdenes de 
captura expedidas o que hayan de expedirse contra 
los miembros del grupo armado concentrados en 
las zonas de ubicación temporal, cuando requieran 
ausentarse temporalmente de las mismas durante 
el tiempo de atención de citas o emergencias 
para atención en salud y calamidades domésticas 
debidamente informadas ante el representante de 
enlace de la Oficina del Alto Comisionado para la 
Paz.

Cuando los miembros del grupo armado 
requieran salir temporalmente de las Zonas de 
Ubicación Temporal por los motivos relacionados 
en el inciso anterior, se suscribirá un acta con el 
Mecanismo de Monitoreo y Verificación en el que 
constará la razón de ausencia de la zona y la fecha 
en la que se retornará a la misma.

Quedarán suspendidas las órdenes de captura 
con fines de extradición de los miembros de las 
FARC-EP, incluidos en el listado aceptado por el 
Alto Comisionado para la Paz, que se encuentren 
acreditados por dicho funcionario, que hayan 
dejado las armas y además firmado las actas de 
compromiso correspondientes.

Parágrafo 4°. El Presidente de la República, 
mediante orden expresa y en la forma que estime 
pertinente, determinará la localización y las 
modalidades de acción de la Fuerza Pública, siendo 
fundamental para ello que no se conculquen los 
derechos y libertades de la comunidad, ni generen 
inconvenientes o conflictos sociales.

Parágrafo 5°. Cuando se trate de diálogos, 
negociaciones o firma de acuerdos con el Gobierno 
nacional, la calidad de miembro del grupo armado 
organizado al margen de la ley de que se trate, 
se acreditará mediante una lista suscrita por los 
voceros o miembros representantes designados por 
dicho grupo, en la que se reconozca expresamente 
tal calidad.

Esta lista será recibida y aceptada por el 
Alto Comisionado para la Paz de buena fe, 
de conformidad con el principio de confianza 
legítima, base de cualquier acuerdo de paz, sin 
perjuicio de las verificaciones correspondientes.

Artículo 4°. La Ley 418 de 1997, prorrogada 
y modificada por las Leyes 548 de 1999, 782 
de 2002, 1106 de 2006, 1421 de 2010 y 1738 de 
2014, tendrá un artículo nuevo, del siguiente 
tenor:

Artículo 49ºA. Créase el Centro de Coordi-
nación Contra las Finanzas de Organizaciones 
de Delito Transnacional y Terrorismo como una 
instancia de coordinación interinstitucional que 
permita fortalecer los canales de comunicación, 
intercambio y análisis conjunto de información, 
con el propósito de generar sinergia y 
sincronización tanto en el nivel estratégico como 
en el de ejecución entre los organismos que llevan 
a cabo actividades de inteligencia y las autoridades 
judiciales. El Centro se crea como una instancia 
permanente con el objetivo de perseguir y 
desmantelar las redes de dinero y bienes de origen 
ilícito o empleados en actividades ilícitas, lavado 
de activos y financiación de terrorismo, a través 
del trabajo conjunto y coordinado de la Fuerza 
Pública, los organismos que realizan actividades 
de inteligencia y contrainteligencia, la Fiscalía 
General de la Nación y las autoridades judiciales, 
en el marco de cada una de sus competencias. La 
Secretaría Técnica del Centro será ejercida por 
la Unidad de Información y Análisis Financiero 
(UIAF). El Gobierno nacional reglamentará la 
composición y funcionamiento del Centro. 

Artículo 5°. La Ley 418 de 1997, prorrogada 
y modificada por las Leyes 548 de 1999, 782 
de 2002, 1106 de 2006, 1421 de 2010 y 1738 de 
2014, tendrá un artículo nuevo, del siguiente 
tenor:

Artículo 49ºB. Todas las armas de fuego que 
hayan sido amparadas en cualquier tiempo, con 
permiso de tenencia, porte y especiales, deberán 
ser empadronadas conforme a la reglamentación 
que para tal fin expida el Gobierno nacional. 
Las que estén o hayan estado vinculadas en una 
investigación judicial de carácter penal, deberán 
registrase en el sistema de información que se 
disponga para el efecto.

Créase el Registro Nacional de Identificación 
Balística que contendrá dos tipos de información. 
La información sobre la huella balística de las 
armas con permiso de tenencia, porte y especiales 
que será administrada por el Ministerio de Defensa 
Nacional y la información sobre la huella balística 
de las armas vinculadas en cualquier momento 
a una investigación judicial de carácter penal, 
que será administrada por la Fiscalía General de 
la Nación y se registrará en la plataforma que 
disponga dicha entidad para tal fin. 

Durante el año siguiente a la vigencia de la 
presente ley, las personas que tengan o porten 
armas, cuyos permisos de tenencia y porte se 
encuentren vencidos o que no quieran seguir 
teniéndolas o portándolas, podrán entregar al 
Departamento de Control, Comercio de Armas, 
Municiones y Explosivos (DCCA) el (las) arma(s) 
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respectiva(s) y por ese hecho se les condonarán las 
multas, deudas y demás sanciones relacionadas 
con el porte o tenencia de las mismas hasta la 
fecha de su entrega. 

Parágrafo 1°. En consideración a las funciones 
que, constitucional y legalmente le competen 
a la Fiscalía General de la Nación, para ejercer 
la acción penal y realizar la investigación de 
los hechos que revistan las características de un 
delito, esta entidad tendrá acceso a la información 
relacionada con la huella balística administrada 
por el Ministerio de Defensa Nacional, la cual debe 
ser compatible con la base de datos de imágenes 
de la plataforma dispuesta por la Fiscalía. 

Artículo 6°. La Ley 418 de 1997, prorrogada 
y modificada por las Leyes 548 de 1999, 782 
de 2002, 1106 de 2006, 1421 de 2010 y 1738 de 
2014, tendrá un artículo nuevo, del siguiente 
tenor:

Artículo 49ºC. Inhibidores, bloqueadores y 
amplificadores de señales radioeléctricas. Con el 
fin de prevenir la comisión de conductas delictivas, 
el Gobierno nacional reglamentará las condiciones 
de instalación, fabricación, comercialización, 
importación, exportación, transporte, distribución, 
adquisición, almacenamiento, venta, suministro, 
reparación, publicidad, marketing y uso de 
inhibidores, bloqueadores y amplificadores de 
señales radioeléctricas.

Artículo nuevo. Modifíquese el artículo 2° 
de la Ley 1421 de 2010, así:

Artículo 2°. El artículo 2° de la Ley 1106 de 
2006, que sustituyó los artículos 13 de la Ley 782 
de 2002 y 32 de la Ley 418 de 1997, quedará así:

De las pólizas de seguros para el transporte 
terrestre o fluvial. La entidad financiera de 
naturaleza oficial que determine el Gobierno 
nacional, redescontará los préstamos que otorguen 
los distintos establecimientos de crédito para 
financiar la reposición o reparación de vehículos 
(terrestres o fluviales), maquinaria, equipo, 
equipamiento, muebles y enseres, capital de 
trabajo de personas naturales o jurídicas, tengan 
o no la calidad de comerciantes, y la reparación o 
reconstrucción de inmuebles destinados a locales 
comerciales, cuando se trate de víctimas de los 
actos a que se refiere el artículo 6° de la Ley 782 
de 2002 o en los casos en que la alteración del 
orden público lo amerite.

Todos estos muebles, enseres e inmuebles, 
deben ser afectados cuando se trate de víctimas de 
los actos a que se refiere el artículo 6° de la Ley 
782 de 2002 o en los casos en que la alteración del 
orden público lo amerite.

Así mismo, en desarrollo del principio de 
solidaridad la entidad financiera de naturaleza 
oficial que determine el Gobierno nacional, 
otorgará directamente a las víctimas de los actos a 
que se refiere el artículo 6° de esta ley, préstamos 

para financiar la reconstrucción o reparación de 
inmuebles afectados.

Parágrafo. No obstante la existencia de 
líneas de crédito para reposición o reparación 
de vehículos, el Gobierno nacional mantendrá el 
seguro de protección de vehículos de transporte 
público urbano e intermunicipal, terrestre o fluvial 
a fin de asegurarlos contra los actos a que se refiere 
el artículo 6° de la Ley 782 de 2002 o en los casos 
en que la alteración del orden público lo amerite, 
incluidos los ataques terroristas cometidos por los 
Grupos Armados Organizados (GAO) de acuerdo 
con su definición y clasificación determinada 
por el Consejo de Seguridad Nacional, casos en 
los cuales el afectado no podrá acceder a los dos 
beneficios.

Artículo 7°. De la vigencia de la ley. La 
presente ley tiene una vigencia de cuatro (4) años 
a partir de la fecha de su promulgación y deroga 
las disposiciones que le sean contrarias.

SECRETARÍA GENERAL
Bogotá, D. C., diciembre 13 de 2018
En Sesión Plenaria del día 12 de diciembre de 

2018, fue aprobado en Segundo Debate el Texto 
Definitivo con modificaciones del Proyecto de 
ley número 188 de 2018 Cámara, 180 de 2018 
Senado, por medio de la cual se prorroga, modifica 
y adiciona la Ley 418 de 1997, prorrogada y 
modificada por las Leyes 548 de 1999, 782 de 
2002, 1106 de 2006, 1421 de 2010 y 1738 de 
2014. Esto con el fin de que el citado proyecto de 
ley siga su curso legal y reglamentario y de esta 
manera dar cumplimiento con lo establecido en el 
artículo 182 de la Ley 5ª de 1992. 

Lo anterior, según consta en el Acta de la Sesión 
Plenaria Ordinaria número 035 de diciembre 12 
de 2018, previo su anuncio en la Sesión del día 
11 de diciembre de 2018, correspondiente al Acta 
número 034.
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